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méxico

Con frecuencia se ha calificado como paradójica la situación mexicana en relación con el factor religioso: unas leyes decididamente laicistas y una realidad social profundamente religiosa
. El contraste, que inicialmente dio lugar a crueles enfrentamientos, ha continuado durante décadas en un sistema de equilibrio en suspenso: una relativa inoperancia de las leyes y una paz siempre amenazada.

Es también frecuente la afirmación de que sólo tras la reforma constitucional de 1992 se puede hablar de Derecho eclesiástico mexicano. En realidad esto puede afirmarse más bien del interés científico y académico por esta rama del derecho entendida como legislatio libertatis
. Si el derecho eclesiástico es el tratamiento jurídico civil de la religión como hecho social, es claro que el derecho eclesiástico ha existido en México desde que existe un derecho mexicano. Al fin y al cabo, lo que la doctrina saluda como el florecer de una nueva rama del derecho, no es sino la atención que ha merecido la primera reforma del sistema hasta ahora vigente
, hacia un horizonte de libertad.

También en México, como en tantos otros lugares, el derecho eclesiástico se ha concentrado mayormente en las relaciones entre el Estado y la Iglesia
; los mismos cambios recientes son importantes sobre todo en su dimensión institucional, que se demuestra esencial para la libertad personal.

Al igual que en muchas otras regiones de la América hispana, el movimiento independentista mexicano tuvo lugar en las primeras décadas del siglo XIX, ligado a las vicisitudes que atravesaba la metrópoli. En 1810 el cura Hidalgo se alza en defensa de la independencia frente a la invasión francesa de España; pero ya entonces aparecía clara la meta de una autonomía nacional, cuyas bases se iban perfilando en las diversas propuestas de los líderes y asambleas insurgentes. En ellas invariablemente se confirmaba la tradición católica del pueblo y se declaraba el catolicismo como religión oficial, al mismo tiempo que se reivindicaban las competencias anejas al Patronato real sobre cuestiones eclesiásticas.

Tras diversos alzamientos e intentos restauradores, en 1821 se proclama definitivamente la independencia. A la Constitución liberal española de 1812, formalmente en vigor, siguió la primera Constitución mexicana de 1824, inspirada en aquella; lo que quiere decir que la confesionalidad del Estado se tradujo, en la práctica, en pretensiones fuertemente regalistas, que pronto encontraron la oposición de la jerarquía.

A partir de 1833‑1834 se suceden varias reformas de corte liberal
, todas ellas de declarada intención separatista, pero en la práctica tendentes a sojuzgar a la Iglesia, no sólo mediante el instrumento del Patronato, sino con la desamortización de sus bienes, la supresión de los religiosos, la secularización de las instituciones (enseñanza, matrimonio, ejército, hospitales). Al mismo tiempo se sucedían golpes militares y luchas civiles. La Constitución de 1857 y las subsiguientes Leyes de Reforma, acabaron por provocar una guerra, que se prolongaría hasta la imposición por parte de Francia del Emperador Maximiliano (1864‑1867).

Fue Benito Juárez (1867‑1872) quien, al final de su mandato, inició la política característica de gobernar con unas leyes extremamente radicales que ni se aplican estrictamente ni se derogan. Política que abandonó su sucesor Lerdo de Tejada (1872‑1876),introduciendo reformas radicales en la Constitución de 1873, pero que volvería a seguir el general Porfirio Díaz durante los 35 años que ocupó la presidencia del país (1876‑1911)
.

La subida al poder de Carranza en 1916 trajo consigo una nueva reforma de sentido claramente persecutorio, que se plasmó en la Constitución de 1917 (aun en vigor) y en las leyes reglamentarias que posteriormente la desarrollaron
; que son las que han sido recientemente reformadas en lo que a la legislación eclesiástica se refiere. Entre otros desafueros
, la enseñanza se hace obligatoriamente laica y se veta cualquier participación de la Iglesia en ella; se confiscan todos los bienes (incluidos los templos) de las confesiones a las que se niega toda capacidad jurídica, se prohiben las órdenes y congregaciones, se limita el número de ministros de culto
 a los cuales se niega buena parte de los derechos civiles y políticos reconocidos a los demás ciudadanos. La oposición popular que despertaron estas medidas aconsejó al mismo Carranza y a su sucesor Obregón (1920‑1924), suspender parcialmente su aplicación.

El general Calles (1924‑1928), en cambio, dispuso su estricta observancia, conminando severas penas a los infractores, lo que acabó por desencadenar la tristemente famosa Guerra de los Cristeros, que terminó con el llamado modus vivendi de 1929, que en realidad no fue sino una tímida reanudación de las relaciones Gobierno‑Iglesia, pero que no impidió que la persecución religiosa continuara teñida de socialismo
. De todas formas se acabó por denominar modus vivendi al conocido sistema de relativo congelamiento de las leyes persecutorias, que, con altos y bajos, ha perdurado desde 1940 hasta nuestros días
. Una política que académicamente podría calificarse de realismo, pero que en verdad tiene como protagonista al pueblo mexicano, que ha sabido defender su fe con una tenacidad humanamente inexplicable. Realismo en cualquier caso bastante limitado, si se piensa en la creciente distancia entre la realidad social y la legalidad política.

La Constitución de 1917 ha sufrido numerosas reformas a lo largo de su existencia, pero en materia religiosa ha sido necesario esperar hasta 1992, no obstante que México tenga suscritos desde mucho antes la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto de San José de Costa Rica, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y otros documentos internacionales semejantes
. El proceso de normalización lo emprende el Presidente Salinas de Gortari (1988‑1994), bajo cuyo mandato se modifican los artículos 3, 5, 24, 27 y 130 de la Constitución y se promulga la Ley Reglamentaria de Asociaciones Religiosas y Culto Público ‑LARCP‑ (14 julio 1992).

Como siempre, más que los cambios legislativos, algunos en sí modestos, lo importante es el cambio de política, particularmente en relación con la Iglesia católica que fue el sujeto principal de las pasadas persecuciones. El paso más significativo en este plano ha sido el establecimiento, en septiembre de 1992, de relaciones diplomáticas con la Santa Sede, formalmente interrumpidas desde 1865.

Al mismo tiempo, la reforma constitucional se inscribe en el marco más amplio de la modernización de la democracia mexicana, y cabe esperar que los sucesivos avances en esta línea traerán consigo un desarrollo en el campo del derecho eclesiástico. Los análisis doctrinales enjuician los recientes cambios normativos en esta dinámica, apreciando el avance que suponen en el camino de la libertad religiosa e indicando los puntos en que aun no se considera alcanzada esa libertad. Un breve repaso puede ser clarificador.

El art. 3 de la Constitución, que se refiere a la enseñanza, ha sido reformado dos veces, en 1992 y en 1993, lo que ya da una idea de su problematicidad. La primera modificación suprime el veto a las entidades confesionales y a sus ministros de intervenir en la educación y permite la educación religiosa en las escuelas privadas. Se mantuvo sin embargo la fracción V, por la que el Estado podía retirar discrecionalmente, en cualquier momento, el reconocimiento de los estudios realizados en centros privados; esta posibilidad un tanto arbitraria ha sido modificada en la reforma de 1993.

Continúa en vigor el criterio de que como el Estado es laico, la educación estatal será laica y en consecuencia ajena a toda doctrina religiosa
, lo que en la práctica parece excluir la enseñanza de la religión en las escuelas públicas. Este es un punto de discusión abierto y quizá el más ampliamente debatido después de la reforma
; de una parte porque la laicidad del Estado (o de sus escuelas) no es necesariamente incompatible con la enseñanza religiosa, y de otra porque no se tiene en cuenta el derecho de los padres a elegir el tipo de educación que deseen para sus hijos, un derecho expresamente reconocido en múltiples documentos internacionales sobre derechos humanos.

La Ley General de Educación, que reglamenta esta artículo constitucional, recoge literalmente los mismos criterios de fondo, pero contiene ciertos progresos en materia de libertad de enseñanza. Las escuelas particulares están integradas en el servicio público educativo (art. 10) y las inversiones correspondientes se consideran de interés social (art. 28). En lo que se refiere a los libros escolares, se permite que puedan ser autorizados otros libros de texto distintos del texto oficial gratuito, que en todo caso las autoridades deben distribuir de manera “oportuna, completa, amplia y eficiente” (art. 19)
.

El art. 5 § 3º de la Constitución, que prohibe cualquier “contrato, pacto o convenio que tenga por objeto el menoscabo, la pérdida o el irrevocable sacrificio de la libertad de la persona, por cualquier causa”, ha sido reformado sustituyendo la explícita enumeración de causas -entre las que se contaba el voto religioso- con la genérica expresión “por cualquier causa”; en orden a abrogar la consiguiente prohibición, en vigor hasta 1992, de “establecimiento de órdenes monásticas”, que en realidad afectaba a cualquier insituto de vida consagrada o sociedad de vida apostólica
.

El art. 24 proclamaba la libertad religiosa restringiendo la celebración de actos de culto al interior de los templos, “los cuales estarán siempre bajo la vigilancia de la autoridad”. En la actual redacción se ha suprimido este último inciso y también se permite que, de modo extraordinario, se puedan celebrar actos de culto fuera de los templos.

Además se ha trasladado a este artículo el 2º párrafo del anterior art. 130, por el cual “el Congreso no puede dictar leyes que establezcan o prohiban religión alguna”. Un claro eco de la Primera Enmienda norteamericana, que en el contexto del derecho eclesiástico mexicano tiene sin duda un valor bien distinto. En primer lugar porque las dos cláusulas que contiene se recogen con mayor amplitud y autonomía en otros preceptos; y después porque mientras cabe afirmar que la cláusula de ‘no establecimiento’ podría jugar un papel equivalente, la de ‘libre ejercicio’ se halla sustancialmente matizada, sea por la misma redacción ‑que no habla de ejercicio‑, que por la concurrencia de otras normas de igual rango y de mucho más peso efectivo; como demuestra la realidad de las cosas: leyes reglamentarias de las normas constitucionales, problemas que se plantean, soluciones que se adoptan… El pasaje constitucional que brevemente estamos comentando, dista pues mucho de constituir la clave del sistema de derecho eclesiástico mexicano, el punto de equilibrio entre la libertad y la laicidad o neutralidad
. Una visión de conjunto del sistema revela que mientras el Estado asegura su autonomía respecto a las confesiones, estas no han alcanzado aún una simétrica autonomía respecto al Estado, que mantiene amplias competencias sobre aquéllas.

Han sido reformadas asimismo las fracciones II y III del art. 27 (sobre la propiedad), que confiscaban los bienes inmuebles de las confesiones y negaban a estas toda capacidad para “adquirir, poseer y administrar bienes raíces, ni capitales impuestos sobre ellos”; y a las instituciones benéficas les permitía tener los estricta y directamente necesarios para el cumplimiento de sus fines, siempre que no estuvieran mínimamente relacionados con alguna confesión o ministro de culto. La reforma de 1992 deroga la incautación (sin efecto retroactivo
) y otorga a las confesiones que se constituyan como asociaciones religiosas a tenor del art. 130 y la relativa ley reglamentaria (LARCP) “capacidad para adquirir, poseer o administrar, exclusivamente, los bienes necesarios para su objeto, con los requisitos y limitaciones que establezca la ley reglamentaria”. Asimismo se suprime para las instituciones benéficas la prohibición de estar ligadas de algún modo con las instituciones religiosas, siempre “con sujeción a lo que determine la ley reglamentaria”.

Pero el punto neurálgico de la reforma, al que de un modo u otro apuntan todos los demás, se encuentra en el art. 130 y desde luego en su ley reglamentaria, la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público, de 14 de julio de 1992. Tema central de este artículo constitucional es desde luego el estatuto civil de las confesiones, pero también el de los ministros de culto, del estado civil, de la promesa (que no juramento).

Por otra parte la LARCP no reglamenta sólo el art. 130, sino también el 24 y el 27.II, constituyendo en suma una ley sobre la libertad religiosa en sus varias manifestaciones personales e institucionales.

El cambio es radical, en cuanto se pasa de la negación a la afirmación, de la proscripción hostil a la aceptación tolerante, de pretender que las confesiones, como tales, no existen, al reconocimiento de su presencia. El nuevo art. 130 y su ley reglamentaria establecen el cauce de este reconocimiento específico, que consiste en la posibilidad de que las confesiones y sus entidades se constituyan y registren como ‘asciaciones religiosas’, aunque sin por ello exigir que acomoden su estructura interna al modelo asociativo. Rígido y angosto a todas luces, no deja de ser un cauce; celoso por confirmar la preeminencia de la ley, lleno de suspicacias y viejos temores, reserva con todo un margen de autonomía a los grupos religiosos, aunque se trate de una libertad vigilada
. De hecho hay quien piensa que puede ser más ventajoso para algunas entidades religiosas la forma de la simple asociación civil no lucrativa con fines religiosos
. En todo caso, parece claro que el uso de ciertos medios de difusión y otras actividades vedadas a las ‘asociaciones religiosas’, se podrán alcanzar a través de asociaciones civiles
.

Por lo que toca al estatuto civil de los ministros de culto, la reforma ya no pretende que sean nacionales ni limitar o determinar su número, y les reconoce -o concede- el derecho de voto activo. Pero les sigue negando el voto pasivo, a más de amplias prohibiciones, incompatibilidades e incapacides para cargos o empleos públicos y sucesorias. Lo cual, por más que a algunos les haya parecido justificado, tal vez en razón de ciertas coincidencias con el estatuto canónico de los ministros católicos, para otros no deja de ser -como parece- una suerte de capitis deminutio discriminatoria
.

No es objeto de esta presentación detenerse a analizar otros pormenores; los juicios que ha merecido son por lo demás parejos a los que cabe hacer de toda esta reforma del derecho eclesiástico mexicano. Desde una perspectiva evolutiva, que tiene en cuenta el punto de partida del positivo, pretendido y total desconocimiento de la dimensión institucional de lo religioso, la doctrina coincide sustancialmente en subrayar el progreso significativo que han supuesto las nuevas normas, al mismo tiempo no ha dejado de señalar los pasos que faltan para que el derecho eclesiástico de México pueda ser calificado sin reservas como un derecho de libertad
.
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